
Análisis desde el ámbito de aplicación de la ley penal. 

Principios generales e incumbencias a la luz de la 

legislación nacional y comparada.

RESUMEN

El derecho penal va en constante transformación mediante los 
planteamientos doctrinales que se generan por su amplio dinamismo y las nuevas 
casuísticas; ante ello analizaremos en términos jurídicos, los límites del ius 
puniendi que importan a aquellos Estados democráticos de derecho, desde las 
disposiciones normativas y a partir de diversas teorías sobre principios básicos del 
derecho penal, en su parte general; desde la consideración de un exhaustivo 
estudio del ámbito de aplicación de la ley en materia penal desde sus efectos 
reconocidos en el espacio, en el tiempo y en las personas. La finalidad de la 
presente investigación doctrinal se abocará a trazar una línea que tome mayor 
sentido para armonizar a las realidades en protección ideal de la seguridad 
jurídica, desde lo que pretendemos explicar a través de los principios de aplicación 
de la ley penal y sus excepciones que buscan evitar la impunidad en delitos de 
naturaleza internacional.
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ABSTRACT

Criminal law is in constant transformation through the doctrinal approaches that are 
generated by its wide dynamism and the new cases; before this, we will analyze in 
legal terms, the limits of the ius puniendi that matter to those democratic states of 
law, from the normative provisions and from various theories on basic principles of 
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“Si el Derecho quiere ser efectivo, 
debe ser válido, legítimo, sin que 

con ello se agoten los requisitos de legitimación”. 
-Jurgen Habermas



criminal law, in general; from the consideration of an exhaustive study of the scope 
of the law in criminal matters from its recognized effects in space, time and people. 
The purpose of this doctrinal investigation will be to draw a line that makes more 
sense to harmonize the realities in ideal protection of legal certainty, from what we 
intend to explain through the principles of application of the criminal law and its 
exceptions sought to avoid impunity in crimes of an international nature.

Keywords: 

States - democratic - space - time – people

Influencias desde el ámbito de aplicación de la ley penal

Al respecto cabe traer a colación la problemática que impone al mundo 
jurídico –lejos de la armonía social– que incitan a un desajuste jurídico que sólo crea 
cada vez más excepciones a las reglas generales en el derecho penal y a los 
principios básicos de un debido proceso. 

Se trata de disposiciones que se refieren a la aplicación del derecho penal 
de Estado en casos en los que, por el lugar de comisión o por la nacionalidad o 
estatuto personal del autor o de la víctima, cabría la posibilidad de aplicar el derecho 
penal de otro “Estado”. En este sentido pueden ser consideradas ciertas normas para 
resolver la colisión de diversos derechos penales aplicables a un caso determinado, 
aunque ambas caracterizaciones se han calificado frecuentemente como 
excluyentes: o es derecho de aplicación o es derecho de colisión�.

La eficacia en la resolución de conflictos a través de la aplicación de la ley 
penal, siempre presenta problemas, desde un análisis exhaustivo en lo que importa a 
la universalidad de normas que trascienden tiempo, espacio y el aspecto 
subjetivo/personal o material, y por ello, el efecto que cada situación plantea un 
resultado tanto negativo como positivo (de acuerdo al caso) del sistema interno. En 
razón al tiempo, se incluyen incógnitas sobre la vigencia de la ley a ser aplicada, 
desde el momento en que inicia su vigencia y otro en que ésta termina.

También, en razón al -espacio- conlleva una importante confrontación por 
el alcance territorial de aplicación de la ley penal, pues se encuentra en juego la 
delimitación de los respectivos ámbitos geográficos. Pero ello, no acaba hasta tanto 
se resuelvan los efectos jurídicos que podrían trabar una persecución del proceso, en 
razón a la persona y a las cuestiones de materia.

Recordemos el axioma latino, que aporta un vínculo al -principio de 
temporalidad- conocido como legis posteriori derogat legis priori; es decir, “la ley, 
por regla general, no puede influir en actos anteriores a ella”, y ello en cuanto a la 
línea a seguir será siempre, -en adelante- entendida como toda vez que se encuentre 
en vigencia una ley, y sólo “excepcionalmente” retroactiva.

Ciertamente, lo que ingresa en tela de juicio al delimitar el margen de la 
aplicación de la ley penal, es la expresión “independencia”, puesto que 
generalidades como el principio de jurisdicción universal por los Estados, dan 
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cuenta de una amplia gama de convenios internacionales que, ante la adopción, 
considera un consenso a la operatividad de la jurisdicción universal en virtud del 
derecho internacional. Habida cuenta que el derecho se enriquece conforme a la 
avanzada de la sociedad, y su constante comprensión a la realidad, conlleva una 
diversidad de doctrinas que congenien con el ámbito jurídico, que en ocasiones 
demuestra –singularidades- como sucede con el principio de retroactividad y por 
excepción (en sistemas garantistas) el de la irretroactividad, ante la modificación, 
derogación una ley penal que resulto vigente durante el –tiempo del hecho.

Resulta que la globalización de hechos transnacionales crea un caos 
jurídico si el órgano competente para resolver el conflicto no considera todos los 
mecanismos de intervención, pero bajo el amparo de la “seguridad jurídica”, 
atendiendo a la aplicación de la ley más conveniente, pues ya determinaba Savigny, 
que siempre se debe considerar la que mejor corresponda a la naturaleza de la 
relación jurídica. Pero ello consideramos que debe darse dentro de la esfera de las 
disposiciones nacionales e internacionales, esto último conforme a las 
disposiciones de convenios o pactos ratificados por el Estado que pretenda una 
solución a tal conflicto.

Pero nos preguntamos, ¿Qué hacemos ante hechos que escapan a la 
legislación interna de la República del Paraguay, pero que afectan en puridad a los 
miembros de la sociedad?, puesto que podrían darse varias casuísticas. 
Ciertamente, nos encontramos amparados ante numerosos pactos internacionales 
que han sido ratificados por el país, y que amplían una gama de los derechos 
internacionales vigentes, por lo que en principio diríamos que nos encontramos 
protegidos tanto nacional como internacionalmente; ahora bien, si volvemos a 
indicar las circunstancias y entre ellas nos imaginamos un hecho desaprobado por 
toda la ciudadanía, así como por el sistema positivo vigente, pero que por motivos 
de política criminal dejan de operar por protección y evitación de un mal mayor, 
generando la expulsión del sujeto infractor, entonces ¿cuál sería la respuesta 
efectiva para la víctima, sus familiares o para toda la sociedad en general?. 

Un individuo que no funciona como órgano del Estado puede hacer todo 
aquello que no está prohibido por el orden jurídico, en tanto que el Estado, esto es, el 
individuo que obra como órgano estatal, solamente puede hacer lo que el orden 
jurídico le autoriza a realizar�.

Es que antes que hacer alusión al devenir de la teoría del delito, debemos 
primeramente comprender el ámbito de aplicación de la ley penal, pues siempre 
existirán límites con respecto al cuándo, dónde y a quiénes se podrá aplicar en su 
esplendor. Para ello será necesario que analicemos el tiempo y la vigencia, los 
límites territoriales, como también prestar debida atención a determinadas personas 
en razón a la funcionalidad que ocupan.

Consideraciones de la validez temporal de las normas – Regla general y 
Excepciones

 Cuando aclamamos por la legalidad, y por la seguridad jurídica como 
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principios fundamentales del derecho penal, no podemos desmeritar considerar la 
validez “temporal” de la ley a ser aplicada a ciertas casuísticas. Como ya hemos 
enunciado, no debemos desmeritar el axioma latino legis posteriori derogat legis 
priori, pues de ello surge la importancia de comprender que la regla general resulta 
ser la no “retroactividad de la ley”, que proclama no retrotraer leyes o aplicar 
normas, cuando un ilícito haya tenido cabida con anterioridad a la vigencia de 
alguna norma penal que considere sancionar o resolver el conflicto. 

La palabra “retroactividad” deriva del latín que significa “retro agüere” 
accionar, hacia atrás, obrar hacia atrás. De acuerdo con las fuentes romanas se acude 
a varias expresiones: retroagitur, reducitur o res retroducitur y activus, que produce 
efectos y por tanto significa actuar sobre el pasado�. Suárez Collía, la define “en una 
sucesión temporal de leyes, la aplicación de la norma jurídica nueva, a supuestos de 
hecho, actos, relaciones y/o situaciones jurídicas nacidas o constituidas con 
anterioridad a su entrada en vigor y que tuvieron su origen bajo el imperio de otra 
norma derogada”�.

En efecto, el principio de retroactividad protege a todo ciudadano que 
pudiera encontrarse inmerso en un proceso penal, a fin de que no se le apliquen 
normas jurídicas en forma -retroactiva- por la comisión de algún injusto, 
promoviendo el principio de legalidad vinculado a la aplicación de la ley penal. Tal 
principio de no aplicación en forma retroactiva deriva del principio de legalidad, por 
lo que se comprende que toda ley sólo tiene fuerza contra aquellos hechos 
cometidos después de su entrada en vigor. 

La ley en el tiempo siempre será una cuestión que conlleve cuestiones 
relativas a su vigencia, a fin de aplicar desde el momento en que inicia su 
aplicabilidad y cuando ésta termina. Pero cuando ocurren controversias entre leyes 
al momento de buscar alguna solución o aplicación de sanción para algún ciudadano 
que se ha desviado del derecho, puede ocurrir inclusive una incertidumbre para 
determinar si es ajustable a derecho o sería una ley anterior, posterior, la nacional o 
inclusive una disposición internacional.

Ahora bien, resulta interesante destacar que, a toda regla, siempre 
acompaña una excepción, y en el punto en cuestión, se la denomina 
“irretroactividad de las normas jurídicas” que resulta un tanto contraria en 
principio, pero merecedora de regulación cuando otorga soluciones favorables al 
procesado. Como se mencionó el apartado anterior, la ley siempre va para -adelante- 
y sólo excepcionalmente vuelve para atrás, pues esto último toma relevancia 
cuando la irretroactividad se convierte en una garantía legal para el incoado, cuando 
se presenten apremios entre dos normas de igual jerarquía y competencia, 
claramente la ley posterior prevalecerá sobre la anterior.

Una larga tradición determina que el principio de irretroactividad de la ley 
sufra una excepción respecto de aquellas leyes penales posteriores al momento de 
comisión del delito, pero más favorables al acusado. Se trata de una excepción con 
un fundamento político-social, dado que carece de sentido dictar o mantener la 
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ejecución de penas por hechos que ya no se consideran delitos. 

Resulta evidente que toda aplicación se adecue a las leyes penales que se 
encuentren aplicables en el transcurso del hecho que se subsume en la esfera de lo 
sancionable, respetando las modificaciones de la misma y fundamentalmente la 
–vigencia-. Pero qué hacemos con aquellos hechos sucedidos antes de su entrada en 
vigor, si favorecen al incoado, es decir, podríamos pretender una retroactividad de la 
ley penal más favorable.

Dentro de la estructura sistemática de toda aplicación de ley penal, ante la 
comisión de un injusto, ocupa fracciones en el tiempo, sea un delito permanente o 
continuado tendrá su problemática funcional y de aplicación si es que se genera una 
reforma penal en la transición de los tipos delictuales (permanentes o continuados), 
y visiblemente ocupará un valor desde lo que implicaría la enunciación de la 
prescripción de la acción. Es por ello, que la doctrina se ha ocupado en establecer 
teorías a fin de buscar paliar cualquier problemática que pudiera acarrear el factor 
tiempo.

En ese sentido, podemos considerar que la tesis mayoritaria, en razón a la 
“teoría de la actividad” como aquella que determina el tiempo desde el momento de 
la comisión u omisión del hecho punible; asimismo se encuentra la “teoría del 
resultado” que toma en cuenta el momento (tiempo) en que se produce el 
“resultado”. Por último, se encuentra la comúnmente invocada “teoría mixta” que 
adecua el tiempo de comisión del injusto tanto en el momento de la acción u omisión 
como en el momento mismo del resultado.

No consta la determinación del momento de comisión del delito, y por ello 
la doctrina se muestra partidaria del momento de realización de la conducta como 
punto de conexión para la aplicación de la norma penal. Respecto a la modificación 
de ley durante la comisión del delito, es partidaria, la doctrina, de aplicar la última 
ley vigente durante la comisión con el criterio de la más favorable entre las dos�.

El alcance de la “retroactividad” se podría deducir de la necesidad de 
articular una salida favorable al incoado, en aquellos -hechos pendientes de ser 
juzgados-. Sin desmeritar a los hechos en etapa investigativa o aquellos en los 
cuales el procesado se encuentra compurgando una sanción por un hecho 
sentenciado (En definitiva, también la esencia se compadece cuando entre la 
comisión de un delito y la extinción de la sanción entrare en vigor una nueva ley, y 
ante ello, se promoverá la más favorable al inculpado o Sentenciado).

Lo que resulta clave para el derecho penal, es que no se puede generar 
“retroactivo” en contra del procesado, y ello sería en situaciones como cuando en 
una  nueva se considera delictivo un hecho que al momento de la comisión no se ley
castigaba, también en los casos en que la nueva agrava la situación procesal.

Existen dos tipos de vigencia temporal para las leyes penales: vigencia 
formal, es el tiempo que media entre la entrada en vigor de la ley y su derogación y 
vigencia material, que se aplica exclusivamente a los hechos ocurridos bajo su 
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imperio, la prohibición de retroactividad�.

Analizando las disposiciones internas de la República del Paraguay, que se 
consagran desde la supremacía de la Constitución Nacional (art. 137), en comunión 
a lo que estrictamente se invoca en su artículo 14° (Ninguna ley tendrá efecto 
retroactivo, salvo que sea más favorable al encausado o al condenado), y de ello 
considerar que lo dispuesto en la ley 1286/98 en su Artículo 11. “Aplicación. Las 
normas procesales no tendrán efecto retroactivo, salvo cuando sean más favorables 
para el imputado o condenado”. Así pues, podríamos inferir que ante una casuística 
podríamos encontrarnos ante una persona que haya sido condenada a tres años (en el 
año 2006), y por haber recurrido en su momento no se efectivizó su cumplimiento, 
ahora bien, al tiempo de haber quedado firme, él mismo (la persona condenada) 
nunca cumplió la disposición judicial. Transcurrido un tiempo de más de diez años 
y considerando que la Ley N° 5.162/14 Código de Ejecución Penal de la República 
del Paraguay, entra en vigencia a los seis meses de su promulgación, configurando 
entre sus disposiciones lo dispuesto en su art. 14° “- La prescripción, entendiéndose 
esta como el cumplimiento del plazo estipulado en este artículo sin causales de 
interrupción, extingue las penas y las medidas, salvo en los casos de hechos 
punibles previstos en el artículo 5° de la Constitución Nacional”, concatenado a lo 
previsto en el art. 15 “- Las condenas firmes prescriben: 1. En los casos de multa 
luego de cinco años; 2. En los casos de penas privativas de libertad menores a 
cinco años, luego de diez años; 3. En los casos de penas de cinco a diez años, a los 
veinte años; y, 4. En los casos de penas de diez años en adelante, a los veinticinco 
años”. Entonces si habláramos de retroactividad o irretroactividad, ¿cómo 
podríamos asimilar que la postura doctrinaria pueda adecuar una disposición? 
(sobre la prescripción) posterior a la situación procesal firme de la sanción que le 
haya sido impuesta y que no ha sido cumplida. Pues bien, la política criminal tendrá 
relevancia sobre el devenir de lo más favorable al condenado o la visualización de 
otros aspectos propios de situaciones que ciertos tratadistas lo denominan como 
“objetivamente insuperables” a los efectos de sopesar sobre aquellas causales de 
posible – interrupción del plazo-, y por otro lado reflexionando que la doctrina 
mayoritaria exclama que: “Las leyes penales tienen efecto retroactivo en cuanto 
favorezca al reo, aunque al publicarse hubiere ya sentencia firme y el reo estuviere 
cumpliendo condena”. 

Ciertamente, el control de la aplicación de la ley penal, ocupa suma 
relevancia desde el principio de legalidad y al respecto Rolando Tamayo y 
Salmorán, concibe que: 

(…) el principio de legalidad es presupuesto en todo discurso jurídico, 
tanto en la “descripción” (textos y tratados) como en la argumentación (alegatos). El 
principio opera en dos niveles: descriptivo y justificativo. El tenor del principio 
podría formularse así: (1) es regla de competencia; i, e., es el derecho de un Estado 
(…) todo acto jurídico (orden, decisión, mandato) supone una norma jurídica que 
confiere facultades; todo poder o facultad requiere necesariamente de 
fundamentación jurídica. (2) La legalidad debe controlar los actos de los 
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funcionarios (e, g., el exceso o desvío de poder, decisión ultra vires, son cuestiones 
jurídicas)�.

En un orden de ideas en post al ideal de la “legalidad” no podemos 
inhibirnos de lo que implicaría que la irretroactividad y la vigencia temporal de una 
ley penal que no se encuentre en comunión o sean aplicables en contra del principio 
de vigencia, es decir, debemos respetar el principio tempus regit actum y con ello 
realizar un control sobre el efecto perjudicial que acarrearía en el principio de 
seguridad jurídica.

En tal sentido, tanto la vigencia como la derogación de una disposición 
“ley” implica un cuidado desde la entrada en vigor, pues ello determinará su eficacia 
o vigencia material conforme al tiempo del “hecho”. Pero, en consecuencia, cuando 
hablamos de retroactividad, configuramos una excepción a la regla en comunión a la 
legalidad, por el debido principio de favorabilidad, y ello implica también, a todo lo 
referente aplicable en tratados, acuerdos o convenios internacionales celebrados 
por el Estado.

Como estudiosos del derecho penal debemos actualizarnos 
constantemente sobre las leyes, a más de aquellas que derogan a otras, puesto que 
las leyes no pueden derogarse sino por otras leyes; y no vale agregar contra su 
observancia la –costumbre-. Ocurre que toda derogación de una ley puede ser 
expresa (cuando la nueva ley contiene una cláusula que declara la pérdida de 
vigencia a la ley anterior) o tácita (cuando se desprende de la lectura del contenido 
de la nueva ley, que se está desaplicando la ley anterior, o cuando es posible apreciar 
de alguna forma, que la nueva ley deroga parcialmente alguna disposición 
contenida en una ley anterior), de igual forma puede ser total o parcial.

Para Moto Salazar, la retroactividad puede ser retroactividad negativa o 
positiva�; es negativa cuando no permite su aplicación en perjuicio de persona 
alguna, y la positiva es aquella que está permitida en su aplicación y viene a 
constituir una obligación para el juez competente, por ser la que más beneficia al 
inculpado.

En cierta parte de la doctrina también podemos encontrarnos con ciertos 
grados de retroactividad, y es que se habla de grados intermedios que definen un 
alcance conforme a una auténtica o también conocida como grado máximo, por 
considerar la aplicación de una nueva ley a casuísticas al momento de su entrada en 
vigor, con un alcance desde los efectos producidos pero no consumados con 
anterioridad a su vigencia, entonces dicha doctrina abarca la intromisión de una ley 
nueva en la vigencia de una antigua que decide para el futuro efectos jurídicos de 
hechos pasados.

Luego tenemos a la de grado medio -que abarca cuando la nueva ley 
produce efectos a efectos jurídicos derivados de la relación jurídica básica- y 
aunque se hubiese generado vigente su norma propia, han de ejecutarse a partir de la 
entrada en vigor de una ley posterior. Mientras que el de grado mínimo se genera 
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cuando una nueva norma es aplicada a efectos que se dieron bajo su vigencia, pero 
derivados de una situación jurídica constituida anteriormente.

Mencionamos que para toda regla existe la excepción, y es que la llamada 
“retroactividad” de la ley penal, en el caso que la ley derogada contenga 
disposiciones más favorables para el procesado o el reo (insistimos hasta que quede 
claro), en razón a que extiende sus efectos, aún para quien se encuentra cumpliendo 
condena. Para un importante sector de la doctrina la prohibición de retroactividad de 
las leyes penales desfavorables al reo ha de hacerse extensiva, por analogía, a los 
cambios de criterio in peius de la Jurisprudencia. 

Miramientos desde la limitación espacial de las normas penales

 En la actualidad se visualizan hechos que atentan a un bien jurídico 
general, que importa a toda una nación, y ante ello los Estados no pueden concebir 
que dichos acontecimientos queden impunes por algún motivo, incluidos los que 
violan “Derechos Humanos”. Por ello, florece el llamado a la -no impunidad- por 
limitaciones geográficas. Es que la cuestión se suscita desde el principio de -
territorialidad de la ley penal- que rige en la mayoría de los ordenamientos jurídicos 
de aquellos Estados democráticos, a fin de aplicar sanción a aquellos hechos 
cometidos dentro del territorio de los mismos, independientemente a que el autor 
sea o no, un ciudadano nacional. 

En este punto destacamos la relevancia que implica para la “soberanía” de 
cada Estado, aquella limitación territorial, en cuanto a la aplicación de una 
disposición normativa, puesto que bajo el respeto que radica de la territorialidad 
como regla general, a sabiendas de la existencia de ciertas excepciones como la -
extraterritorialidad o la ultraterritorialidad- de la ley penal. No debemos olvidar que 
todo territorio lleva aparejado el control efectivo del ius puniendi desde el principio 
de la validez espacial.

El principio de independencia territorial permite la definición de territorio 
y población, en vista la facultad que impondrá la ley para su aplicación efectiva, es 
decir, que el derecho penal tendrá cabida dentro de los límites de cada territorio o 
población, causando obligación de control a fin de no subrogarse la actuación 
extralimitante de los órganos competentes de otros Estados. En ese orden de ideas 
podemos visualizar diferentes ámbitos, como ser el terrestre formado por un terreno 
o mar que ocupa una zona adyacente a las costas (refiriéndonos a las aguas, al lecho 
y al subsuelo), sobre la que tenga soberanía el Estado. 

Un tema más delicado aún al momento de delimitar la aplicación de la ley 
penal es el ámbito aéreo, puesto que fijar límites al espacio aéreo, dependerá del 
mar territorial y del ámbito terrestre.

Lo que ocurre es que la globalización de hechos punibles generan nuevos 
horizontes que dan cuenta de la necesidad de comprender sobre la 
extraterritorialidad de la ley penal, y sin violentar el principio ne bis in ídem 
reconocido como principio invocado en el art. 8.4 de la Convención Americana que 
fuera ratificado por la República del Paraguay por Ley 1/89. Lo importante es que 
cada Estado respete la soberanía de otro, bajo los estándares de aquellos tratados y 
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acuerdos formulados dentro de la figura de “ley penal universal”.

En lo que implica a la delimitación territorial, sus consideraciones se 
enmarcan al derecho internacional bajo principios de aplicación espacial, como 
surge del “principio de territorialidad” que acude a la interpretación de que la ley 
penal se aplica dentro del territorio de cada Estado, a los hechos cometidos dentro 
del territorio, sea por nacionales o extranjeros a fin de garantizar la soberanía.

Pero luego surge otro “Principio de la Nacionalidad o Personalidad” que 
establece que un hecho punible que fuera cometido dentro de un lugar determinado, 
será pasible del estudio de la ley del Estado del sujeto, es decir, que dicha ley penal 
podría importunar al sujeto infractor dondequiera que se encuentre.

También se expresa la figura del “Principio Real, de Defensa o Protección” 
que relaciona que la ley penal aplicable a un hecho punible cometido en cualquier 
territorio o lugar, comprendería una sanción por parte de la ley del Estado cuyos 
intereses han sido lesionados por el hecho punible. Como señala Martín Martínez 
“este principio reconoce al Estado en cuyo territorio hubiese tenido lugar la 
comisión del ilícito (forum comissi delicti) un derecho preferente respecto a las 
jurisdicciones de otros Estados afectados por el delito. No sólo está vinculado a la 
noción de estatalidad, sino que también se apoya en razones de carácter práctico, 
tales como la inmediación y la correcta disposición y valoración de las pruebas”��.

Por consiguiente, señalamos al reconocido “Principio de la Justicia 
Mundial”, de la Universalidad que abarca el estudio de los intereses reales de orden 
internacionales con lo que cada Estado podría aplicar su ley penal a delitos 
cometidos por cualquier sujeto en cualquier lugar. Entonces podemos comprender 
que las excepciones se integran conforme al respeto de los tratados que la República 
del Paraguay vaya suscribiendo; que a la vez potenciaría todas estas discusiones de 
limitaciones del ius puniendi de cada Estado en el ámbito de la validez espacial, 
comprendiendo con ello, que la ley penal también se encuentra regulada dentro del 
espacio físico territorial y su interrelación con otros territorios, bajo el objetivo de 
perseguir a la criminalidad y no reparar en la impunidad de los hechos punibles.

Atendiendo a la tesitura de no dejar impune a ningún hecho punible 
consignado dentro de la protección de la soberanía territorial de cada Estado, 
empieza a tener fuerza aquella Institución que se invoca cuando un Estado tiene 
información de que el sujeto que ejecutó algún hecho punible dentro de su territorio 
se encuentra en otro territorio, y en tal sentido, se requiere la cooperación de este 
último, para la entrega del sujeto que huyó del sistema judicial para juzgarlo o para 
la ejecución de una pena ya impuesta. Dicha Institución es reconocida como la 
“Extradición” por ser un procedimiento judicial por el cual una persona (imputada, 
acusada o condenada) es detenida en otro Estado y devuelta a quien lo reclama, para 
continuar el proceso.

La figura de la extradición surge de una comunión de ideas encaminadas a 
luchar contra impunidad, pues todo ello surge de un previo acuerdo entre Estados, 
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dentro del marco de la Convención Internacional sobre extradición. Pero debemos 
comprender que cuando hablamos de la extradición activa nos referimos a la que 
realiza el Estado requirente, mientras que la extradición pasiva es generada al 
Estado requerido. En lo que importa a los principios personales que abarcaremos en 
el punto siguiente, y considerando la discusión de la “extradición”, resulta atendible 
mencionar que ciertos Estados aplican el principio de no entrega de los nacionales 
(dentro de la cualidad personal), pero ello no implica que no sea juzgado en dicho 
Estado que niega su extradición. 

Asimismo, se impone cierta categorización en razón a la articulación de la 
extradición, puesto que cuando existe algún tratado vigente (el requirente y el 
requerido) dan curso al pedido que cumple con los requisitos planteados en dicho 
acuerdo previo (pacto), entonces existe un requerimiento jurídicamente 
“obligatorio o necesario”. Pero se vuelve “Facultativa o potestativa” cuando entre el 
Estado (requirente) y el Estado (requerido) no obra acuerdo previo alguno, es decir, 
no se haya consentido algún tipo de tratado extradición, entonces no existe 
obligatoriedad para el (requerido), y sólo quedaría en potestad de éste último hasta 
si se quiere por un ánimo de posterior reciprocidad por circunstancias similares.

11Al decir de Jiménez de Asúa  ha sido definido por Billot en su "Tratado de 
la Extradición", como un: "Contrato por el cual un Estado se obliga a entregar a un 
individuo acusado o reconocido culpable de una infracción cometida fuera de su 
territorio a otro Estado que le reclama y que es competente para juzgarle y 
castigarle." 

Por supuesto que este mecanismo resulta una cooperación judicial 
internacional, pero para ello se promueven “principios” que deben ser cumplidos 
para su viabilidad como la “doble incriminación” que precisa que el hecho punible 
que genera el pedido de la extradición debe ser comprendido como delito tanto en la 
legislación del Estado requirente como en la legislación del requerido. 

En algunas legislaciones se impone el principio de la “mínima gravedad 
del hecho” que sólo concede la extradición por ciertos delitos, o por otro lado el 
“principio de la especialidad” que articula que la persona requerida no puede ser 
juzgada por un delito distinto al que fue motivo en el pedido de extradición. Por 
último, se encuentra un principio comúnmente invocado, conocido como el de “no 
entrega por delitos políticos”, que desde su denominación se comprende que se 
adecuaría a las prohibiciones pactadas en disposiciones internacionales para la 
entrega de personas que se encuentren en un Estado como perseguidos por delitos 
políticos, lo cual se ve reforzado por la figura del “asilo”. 

Ahora bien, dentro de las formalidades propias de cada pedido de 
extradición obra ciertas cuestiones que deben ser acompañadas por el Estado 
requirente, como la obligación de una información sobre la filiación y demás 
señales del extraditado que permitan identificarlo; copia auténtica de la sentencia 
condenatoria o decisión de prisión clara y cierta con indicación del delito y lugar y 
fecha de comisión, así como la situación procesal del requerido, entre otros 
documentos que sirvan para acreditar la comisión del hecho y la participación del 
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sujeto requerido. No siempre resulta tan fácil de aplicar, puesto que en ocasiones se 
plantean intromisiones ante tal figura de la extradición, como el caso en que el sujeto 
(requerido) cometa un nuevo hecho punible en el Estado (requerido) durante la 
sustanciación del pedido de extradición o que exista el traslado implique un peligro 
para la vida de la persona requerida.

Entonces, a fin de ir concluyendo, podemos persistir en que la 
–territorialidad- es la regla general en el sistema jurídico, y desde la óptica 
constitucional paraguaya resulta inferible de la lectura armónica de la soberanía del 
pueblo enunciado en el art. 2° de dicho cuerpo legal; ciertamente que el ámbito de 
aplicación de la ley penal acarrea excepciones por casuísticas extremas, pues si 
visualizamos al espacio aéreo, notaremos que no existe una determinación sobre 
dónde termina el mismo y dónde inicia el espacio ultraterrestre. Pero en lo que 
implica al lugar del hecho donde se ha ejecutado la acción u omisión, o en donde se 
produjo el resultado de la acción, en los delitos de omisión de la actividad ordenada, 
de inicio de la ejecución, surge la importancia de los presupuestos propios del (Art. 
nº 11 Código Penal Paraguayo: “Lugar del hecho – 1º El hecho se tendrá por 
realizado en todos los lugares en los que el autor o el partícipe haya ejecutado la 
acción o, en caso de omisión, hubiera debido ejecutarla; o en los que se haya 
producido el resultado previsto en la ley o en los que hubiera debido producirse 
conforme a la representación del autor. 2º Se considera que el partícipe ha realizado 
el hecho también en el lugar donde lo hubiera realizado el autor. 3º La ley paraguaya 
será aplicable al partícipe de un hecho realizado en el extranjero, cuando éste haya 
actuado en el territorio nacional, aun si el hecho careciera de sanción penal según el 
derecho vigente en el lugar en que fue realizado”). Entonces, la soberanía de los 
Estados se acompaña con el principio de territorialidad de las leyes penales, con 
especificidad absoluta en esta materia.

Lineamientos sobre la validez personal ante la aplicación de la ley penal

Toda ley penal resulta aplicable en cada Estado, con un alcance a todas las 
personas que se encuentren dentro su territorio (espacio), sean o no residentes, y sin 
importar la nacionalidad, pues la soberanía y la legalidad se aplican en comunión a 
un solo sistema jurídico. Entonces todo individuo que cometa un hecho punible, se 
encuentra pasible a la eventual sanción, siempre que se suceda un juicio previo para 
determinar el rompimiento del estado de inocencia.

El principio de legalidad fue concebido como barrera de contención, y 
punto límite a la corrupción de los gobiernos y a su vez como garantía de los 
ciudadanos contra el exceso, desproporción y abuso del arbitraje del Estado��. 
Mientras que el principio de legalidad natural, se entiende como la ley que rige el 
acontecimiento, el acontecimiento se sujeta a la ley, y jamás se espera que el 
acontecimiento viole la ley��.

Ante la invocación de la legalidad resulta la presencia del “principio de la 
igualdad”, por lo que toda ley penal se aplica de igual forma, y protege de igual 
modo y con el mismo rigor a cada persona que convive en un Estado. Pero 
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nuevamente podemos reclamar excepciones en lo que importa a la validez personal.

A la luz del derecho, se fomentan ciertas excepciones, como aquella 
facultad legislativa que crea “inmunidades” a ciertas personas que ocupan 
funciones específicas. Ocurre en la República del Paraguay como en otros Estados, 
la existencia de inmunidades, que serían privilegios a ciertas personas, por 
cualidades especiales en su funcionalidad, entonces la aplicación de la ley penal se 
ve imposibilitada en el tiempo.

Nuevamente estamos ante un ámbito de validez de la ley penal, pero en el 
sentido exclusivo de la “persona”, pues resulta importante apreciar por qué existen 
casos en los que debemos precisar quién o quiénes son los sujetos a los que se les 
estará aplicando eventualmente la ley penal, por ello, debemos comprender contra 
quien iría su aplicación. En el apartado correspondiente, al inicio hemos esbozado 
que la regla en el ámbito de aplicación personal importa como regla general 
“igualdad” ante la ley, sin distinción alguna.

No podemos negar que, en la práctica, existe cierta distinción entre 
personas, puesto que no es lo mismo un Magistrado, un Legislador, un Contralor 
que un ciudadano que no ocupe dichas funciones, y ello se sustenta en dos vértices, 
por un lado, las normas “Generales o Abstractas” que regulan los comportamientos 
plasmados en reglas de convivencias como “La Constitución, Códigos etc, y otras 
las “Individualizadas” que se caracterizan por carecer de generalidad, como la 
sentencia, contratos, etc.

La doctrina indica dos grandes excepciones en la regla general del ámbito 
de aplicación personal; la primera surge de un derecho internacional denominada 
“inmunidad diplomática”, y la segunda surge del derecho público interno que se 
reconoce como el “fuero”. Ambas situaciones importan a la cualidad de cada 
persona en razón a la aplicación de la ley penal, puesto que surge un privilegio tal si 
fuera un muro de contención ante las articulaciones que pudieran ser invocadas por 
la comisión de algún hecho punible; entonces se preestablecen requisitos previos 
que también se formalizan por la vía procesal a fin de levantar dicha “inmunidad” o 
“fuero” para someter a la persona a un procesamiento.

Es sabido que los representantes internacionales reconocidos como 
“diplomáticos” asumen responsabilidades propias, pero ello repercute en cada 
Estado, y es que son una extensión soberana de la autoridad del Estado a quien 
representan. La representación internacional genera una mayor responsabilidad y la 
naturaleza de la institución en cuestión no significa una impunidad, sino que el 
imperio de la autoridad lleva reflejado además la garantía de protección por 
extraterritorialidad.

Otra forma de inmunidad existente, es la reconocida desde el “fuero 
parlamentario”, que también ocupa la garantía por funcionalidad (personal) 
legislativa desde la proclamación hasta la culminación del mandato respectivo, que 
surge desde el mandato de la misma Constitución Nacional, pero nuevamente se 
aclara que ello no implica una “impunidad”, por más de que se entienda que no 
podrá ser aplicable la ley penal sin la previa satisfacción de ciertos requisitos 
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constitutivos de un permiso previo de actuación. Existen legislaciones que 
pretenden inmunidades a otras figuras de Estado, como jefes militares, policiales, 
inclusive a miembros de la familia de un diplomático, y hasta a funcionarios 
consulares entre otros.

Esta cuestión se formula ante el postulado de una extensión de la 
aplicación de una ley penal nacional, por la conducta desplegada por una persona en 
otro territorio, y por otro lado, sería una permisión del Estado afectado para admitir 
la aplicación de disposiciones extranjeras. 

Conclusión 

 Luego de esgrimir razonamientos concretos en los tópicos precedentes, se 
torna necesario ir perfeccionando un postulado a tan discutible tema, más aún desde 
el derecho penal y el derecho internacional que ocupan criterios respectos a las 
reglas generales y a las instituciones que excepcionan cada axioma. 

Ciertamente no fue fácil abocarnos al fondo transitado por la falta de 
unidad de criterios al respecto y la poca pronunciación de doctrinarios en el ámbito 
penal – parte general. Más bien, se ventilan apreciaciones en textos determinantes 
que deben ser cuidadosamente invocadas a fin de evitar malas interpretaciones, 
puesto que, en lo referente a la aplicación de la ley penal, dejamos por sentado que 
rige la regla del carácter retroactivo por –excepción- y sólo en caso de que beneficie 
al imputado o condenado, como un principio exclusivo dentro del derecho penal.

Resulta coherente a la luz del -garantismo procesal- que se den elocuencias 
respecto al principio de legalidad, y con ello se aplique la ley penal posterior más 
benigna sin necesidad de petición, de preferencia sobre la ley penal vigente al 
tiempo de ser cometido el hecho punible o de dictarse condena. Indefectiblemente la 
ley penal en el tiempo siempre ocupará efectos desde la vigencia y terminación de la 
misma e instaurará incógnitas en su aplicación, que no podrán escapar a criterios 
más favorables al encausado. Si bien no se establecen juicios afines entre sí, para 
determinar la aplicación de la ley penal en forma irretroactiva o retroactiva, no 
podemos desproteger el equilibrio de la -seguridad jurídica- como tampoco a los 
rasgos característicos del debido proceso.

En lo que respecta al límite de aplicación de la ley penal en el –territorio-, 
nos conducirá al ejercicio de la acción penal, en consonancia con el respeto de la 
–soberanía- de cada Estado. Cuando surgen los hechos punibles que importan 
internacionalmente, es cuando brotan excepciones a la regla que procuran luchar 
contra la “impunidad” por falta de impulso procesal o por falta de disposiciones 
normativas que resuelvan la paz social, resguardando principios razonables del 
derecho penal, como lo es el nom bis in ídem. 

La enunciación empuja a la aplicación de la justicia penal, y así evitar toda 
impunidad por hechos punibles cometidos por cualquier persona en cualquier parte 
del mundo siempre que atenten contra bienes jurídicos de “caracteres universales” 
que ofenden a la comunidad internacional. La crítica mayoritaria a la 
extralimitación de la territorialidad se ve enmarcada a las sanciones que se pudieran 
aplicar en la legislación interna del país de origen del individuo, y que también 
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puede ser obligado a cumplir una condena en suelo extranjero.

Lo cierto y concreto es que la soberanía se ve enmarcada en el límite del 
territorio, de ahí en más importará las disposiciones -internacionales- que se vayan 
pactando entre Estados, puesto que de ello crearán compromisos que abarcarán 
disposiciones dentro de ordenamientos internos, con una clara inferencia en la 
independencia jurídica.

Ahora bien, en relación a principios propios de la personalidad o 
nacionalidad aplicables a ciertos “sujetos”, ello se avoca a ampliar la ley de un 
Estado a pesar de que el sujeto no se encuentre dentro de su territorio, es decir, 
considera la ley del país a que el sujeto pertenece y en tal sentido aplica la 
dependencia de persona de su Estado.

La aplicación de la ley penal, en lo que importa al ámbito de “persona”, se 
concatena con el “principio de legalidad” bajo la estricta mirada de la garantía de la -
igualdad- y la seguridad jurídica, en razón a que todo mandamiento dispositivo debe 
ser aplicable a todos los miembros de la sociedad, sin distinción alguna. 
Ciertamente estudiamos figuras que conciben una barrera de contención a la acción 
procesal, por la cualidad de que aquellas personas que ocupan una funcionalidad 
específica, pero que ello no exime de persecución y sanción, pues sólo es una 
excepción -momentánea-, toda vez que se requieran el levantamiento de los fueros e 
inmunidades a través de las autoridades pertinentes para proseguir en la aplicación 
de la ley penal. 

Bajo esta premisa, la idea aproximativa es que existen vastos principios 
que rigen en el ámbito de aplicación de la ley penal, con excepciones que extienden 
la generalidad, bajo postulados de protección ideal a los intereses de cada Estado, 
con arreglo previo en pactos o tratados internacionales, y con la finalidad abocada 
en evitar algún suministro de impunidad a los hechos que causaron interés al ámbito 
penal.
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